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Puerto Rico 

 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Colom García, la Juez 
Domínguez Irizarry y la Jueza Soroeta Kodesh 

 
Colom García, Jueza Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 9 de diciembre de 2019. 

El Sr. Héctor Luis Cruz Lugo [en adelante, señor Cruz Lugo 

o el apelante] acude ante nos y solicita que revoquemos la 

sentencia emitida el 28 de mayo de 2019, por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Juana Díaz.  Mediante la misma, el foro 

primario declaró culpable al apelante por infracción al Artículo 

7.02 de la Ley de Vehículos y Tránsito del 2000, Ley Núm. 22-

2000, según enmendada, 9 LPRA sec. 5202.   

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la sentencia apelada. 

ANTECEDENTES 

El 27 de agosto de 2018, el Ministerio Público presentó una 

denuncia contra el señor Cruz Lugo por infracción al Artículo 7.02 

de la Ley Núm. 22-2000, supra.  Específicamente, se le imputó 

que el 30 de julio de 2018 a las 2:00 am, conducía o hacía 
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funcionar su vehículo de motor por la carretera 149 intersección 

510 en Juana Díaz, bajo los efectos de bebidas embriagantes.  

Asimismo, la denuncia expuso que, hechas las advertencias de 

ley, el Sr. Cruz Lugo, libre y voluntariamente, accedió a someterse 

a la prueba de aliento, la cual arrojó una concentración de 0.182% 

de alcohol en su organismo. 

Se determinó causa en alzada y se señaló fecha para juicio, 

celebrado el 28 de mayo de 2019.  El imputado, Sr. Cruz Lugo, 

estuvo presente.  Como prueba de cargo, compareció el agente 

Jobannie Meléndez Cruz [en adelante, agente Meléndez] y el 

químico del Departamento de Salud, el Sr. Luis Rosario Velázquez 

[en adelante, el químico Rosario].  La prueba documental 

estipulada constó de lo siguiente:  

Exhibit 1: La Certificación vigente que emitió el 

Departamento de Salud a nombre del agente Jobannie 
J. Meléndez Cruz, como documento que cualifica a 

este para operar el instrumento Intoxilyzer 9000.     
 

Exhibit 2: Las Advertencias a personas arrestadas por 
conducir o hacer funcionar un vehículo de motor bajo 

los efectos de bebidas embriagantes, firmadas por el 
agente Meléndez y el apelante. 

 
Exhibit 3: El Informe sobre prueba de alcohol por 

aliento y el listado de cotejo operacional del 

Intoxilyzer 9000, utilizado en el presente caso el 30 
de julio de 2018.   

 
Exhibit 4: La Certificación vigente emitida por el 

Departamento de Estado, de la Junta Examinadora de 
Químicos a favor del químico Rosario.   

 

Por su parte, el Ministerio Público presentó como exhibit 1, 

la tarjeta insertada en el Intoxilyzer 9000, que otorga toda la 

información respecto a la hora que se realizó y el por ciento que 

arrojó el apelante.  Como exhibit 2 se marcó la hoja de verificación 

de calibración utilizada el 31 de agosto de 2018 y como exhibit 3, 

el documento titulado: Laboratorio Toxicológico Forense, 



 
 
 

KLAN201900628 
 

 

3 

verificación de calibración de instrumentos para medir 

concentración de alcohol en la sangre a través del aliento.  

Así las cosas, el Ministerio Público presentó su primer 

testigo, el agente Meléndez.  Luego de estipular su capacidad, este 

indicó que, el día de los hechos, el retén de tránsito se comunicó 

con él, le indicó que había ocurrido un accidente en la carretera 

149, intersección con la carretera 510 en Juana Díaz.1  Manifestó 

que se dirigió a la escena con su compañero alrededor de las 2:00 

am.2  Al llegar, estaba presente una patrulla y el vehículo chocado 

marca Toyota Corolla de color blanco.3  Explicó que no había otro 

vehículo involucrado y que el Corolla estaba en medio de la 

carretera.4   

El agente Meléndez expuso que procedió a intervenir, pues 

el vehículo estaba encendido y había una persona dormida en el 

área del conductor, con el cinturón puesto y la cabeza hacia 

abajo.5  Detalló que le tocó la ventana, pero el individuo no se 

despertó.6  Arguyó que luego se despertó, mas volvió a quedarse 

dormido.  Testificó que le preguntó al individuo si se encontraba 

bien, pero al no poder escuchar, abrió la puerta y notó las 

características que le indicaron que estaba bajo los efectos de 

bebidas embriagantes.7   

Ante ello, indicó que al abrir la puerta le dio un olor bastante 

fuerte a alcohol y cuando el imputado le explica lo sucedido, no lo 

entendió.  Además, explicó que tenía la lengua bastante pesada, 

junto a su compañero, lo intentó retirar del vehículo y tuvieron 

                                                 
1 Transcripción del Juicio en su Fondo, pág. 18. 
2 Íd. 
3 Íd., a la pág. 20. 
4 Íd., a la pág. 21. 
5 Íd., a las págs. 22, 25. 
6 Íd., a la pág. 24. 
7 Íd., a la pág. 26. 
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que sostenerlo, pues se iba de lado.8  Adujo que el individuo le 

manifestó que había chocado con una valla de cemento.  Ante ello, 

le hizo y explicó las advertencias de ley relacionadas a casos de 

alcohol.9  Así pues, el imputado le dijo que iba a cooperar en todo 

momento, por lo que el agente lo arrestó con el propósito de 

llevarlo a la división correspondiente, donde le harían la prueba 

de aliento.10  Posteriormente, el agente identificó en sala al Sr. 

Cruz Lugo, como la persona intervenida.11 

Asimismo, el agente explicó que pasado en exceso el tiempo 

exigido por ley en que la persona tiene que estar bajo observación, 

nuevamente, le leyó y explicó las advertencias y el Sr. Cruz Lugo 

las firmó.12  Así también lo hizo con el documento de los pasos 

operacionales del instrumento Intoxilyzer 9000 para realizar la 

prueba de aliento.13  Consecuentemente, detalló que le realizó la 

prueba de aliento y esta arrojó punto dieciocho dos (.182) 

porciento de alcohol.14   

Durante el contrainterrogatorio, el agente indicó que el Sr. 

Cruz Lugo en todo momento fue respetuoso e incluso le dijo que 

se sometería al proceso voluntariamente.15  Aseguró que el Sr. 

Cruz Lugo no otorgó ninguna confesión y negó haberlo visto 

guiando, mas explicó que este estaba en el área del conductor con 

el vehículo encendido.16  De otra parte, aclaró que la hora descrita 

en el documento de las advertencias de ley, fue la hora en que le 

entregó el documento al Sr. Cruz Lugo.17  

                                                 
8 Íd. 
9 Íd., a la pág. 30. 
10 Íd., a las págs. 30-31. 
11 Íd., a la pág. 32. 
12 Íd., a la pág. 36. 
13 Íd., a las págs. 37-39. 
14 Íd., a la pág. 40. 
15 Íd., a las págs. 66-68. 
16 Íd., a las págs. 76-82. 
17 Íd., a las págs. 90-92. 



 
 
 

KLAN201900628 
 

 

5 

Posteriormente, el Ministerio Público presentó el testimonio 

del químico Rosario.  Luego de estipular su capacidad, como 

químico del Departamento de Salud, Rosario explicó que una de 

sus responsabilidades era ir, mes a mes, a corroborar que la 

máquina Intoxilyzer 9000 estuviera calibrada y así garantizar 

resultados confiables.18  Afirmó que fue a corroborar la calibración 

de la máquina Intoxilyzer 9000 con número de serie 90-001976, 

ubicado en Patrullas Carreteras de Ponce el 27 de julio de 2018 y 

el 31 de agosto de 2018.19   

Rosario explicó el proceso que llevó a cabo en tales fechas, 

el cual resultó que el instrumento descrito estaba calibrado, por lo 

que puntualizó que las pruebas de aliento realizadas entre julio de 

2018 a agosto de 2018, eran confiables.20  Durante el 

contrainterrogatorio, el químico Rosario afirmó que pasaron 35 

días para volver a verificar la calibración de la máquina en el mes 

de agosto de 2018.21    

Tras aquilatar la prueba sometida ante su consideración, el 

TPI encontró culpable al señor Cruz Lugo por violación al Artículo 

7.02 de la Ley Núm. 22-2000, supra.  En consecuencia, lo 

sentenció al pago de una multa de $500.00, más $500.00 por 

centésimas y $100.00 de multa especial a tenor con la Ley Núm. 

183-1998, conocida como la Ley de Compensación a Víctimas de 

Delito, 25 LPRA sec. 981 et seq.  Asimismo, fue referido al Curso 

de Mejoramiento del Departamento de Transportación y Obras 

Públicas (DTOP) de Ponce que, de no cumplir con el mismo, se le 

impondrían 15 días de reclusión.  Finalmente, entre otros asuntos, 

                                                 
18 Íd., a la pág. 120. 
19 Íd., a las págs. 129, 137. 
20 Íd., a las págs. 130-133, 137-139. 
21 Íd., a la pág. 143. 
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el foro a quo ordenó la suspensión de su licencia de conducir por 

un término de 30 días. 

Inconforme, el señor Cruz Lugo apela ante nosotros.  Señala 

que: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia, Sala 
de Juana Díaz al encontrar al apelante culpable por 

violación al Artículo 7.02 de la Ley 22 de Vehículos de 
Motor de Puerto Rico aun cuando la prueba desfilada 

no establece la culpabilidad más allá de duda 
razonable. 

 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia, Sala 

de Juana Díaz al encontrar al apelante culpable por 
violación al Artículo 7.02 de la Ley 22 de Vehículos de 

Motor de Puerto Rico aun cuando las advertencias de 
ley se hicieron luego de empezar la prueba de alcohol 

por el Agente el Sr. Jobannie Meléndez Cruz. 
 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia, Sala 

de Juana Díaz al encontrar al apelante culpable por 
violación al Artículo 7.02 de la Ley 22 de Vehículos de 

Motor de Puerto Rico aun cuando de la prueba 
desfilada se puede concluir que el comportamiento del 

Sr. Héctor Luis Cruz Lugo no refleja que se encontraba 
bajo los efectos de bebidas embriagantes según surge 

del testimonio del Agente de la Policía el Sr. Jobannie 
Meléndez Cruz. 

 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia, Sala 

de Juana Díaz al encontrar al apelante culpable por 
violación al Artículo 7.02 de la Ley 22 de Vehículos de 

Motor de Puerto Rico en incumplimiento del 
Reglamento 123 del Secretario de Salud, 

incumpliendo con los artículos siguientes. 

 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia, Sala 

de Juana Díaz al encontrar al apelante culpable por 
violación al Artículo 7.02 de la Ley 22 de Vehículos de 

Motor de Puerto Rico aun cuando no se demostró que 
el Sr. Héctor Luis Cruz Lugo estaba conduciendo el 

vehículo de Motor, requisitos fundamentales de los 
elementos del delito. 

 

Prestada la fianza y suspendida la ejecución de la sentencia, 

el 26 de septiembre de 2019, el Pueblo de Puerto Rico, 

representado por la Oficina del Procurador General, presentó su 

alegato en oposición.  Con el beneficio de la comparecencia de 

ambas partes y la transcripción del juicio en su fondo, estamos en 

posición de resolver y así lo hacemos.  
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EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS 

En nuestro ordenamiento jurídico existe una política pública 

a favor de la seguridad en las carreteras.  Mediante la misma se 

pretende evitar muertes ocasionadas por conductores en estado 

de embriaguez o bajo los efectos de sustancias controladas.  

Pueblo v. Montalvo Petrovich, 175 DPR 932, 944 (2009); Pueblo 

v. Figueroa Pomales, 172 DPR 403, 423 (2007).   

A tales efectos, el Artículo 7.01 de la Ley Núm. 22-2000, 

supra, denomina un acto ilegal el conducir bajo los efectos de 

bebidas embriagantes.  El mismo dispone como sigue: 

Constituye la posición oficial y política pública del 
Gobierno de Puerto Rico que el manejo de vehículos 

en las vías públicas bajo los efectos de bebidas 

embriagantes, drogas o sustancias controladas 
constituye una amenaza de primer orden a la 

seguridad pública y que los recursos del Estado irán 
dirigidos a combatir, en la forma más completa, 

decisiva y enérgica posible, con miras a la pronta y 
total erradicación, de esta conducta antisocial y 

criminal que amenaza las vidas y propiedades de 
todos los ciudadanos, así como la tranquilidad y la paz 

social. 
 

Será ilegal y constituirá delito menos grave que 
será sancionado de conformidad con las penas 

dispuestas en la sec. 5204 de este título el que 
cualquier persona bajo los efectos de bebidas 

embriagantes, drogas o sustancias controladas 

conduzca o haga funcionar cualquier vehículo, 
vehículo de motor, o vehículo todo terreno.  

(Énfasis nuestro) 9 LPRA sec. 5201. 

 

Por su parte, el Artículo 7.02 (a) de la Ley Núm. 22-2000, 

supra, establece, en lo pertinente, lo siguiente:  

Es ilegal per se, que cualquier persona de veintiún 

(21) años de edad, o más, conduzca o haga 
funcionar un vehículo de motor, cuando su 

contenido de alcohol en su sangre sea de ocho 
centésimas del uno por ciento (0.08%) o más, 

según surja tal nivel o concentración del análisis 

químico o físico de su sangre o aliento. (Énfasis 
nuestro).  9 LPRA sec. 5202.  

 

De otro lado, el Artículo 7.04 de la aludida Ley, expone, en 

lo concerniente al caso de autos, que: 
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(a) Toda persona que viole lo dispuesto en las secs. 

5201, 5202 o 5203 de este título incurrirá en delito 
menos grave. Cualquier agente del orden público o 

funcionario debidamente autorizado por ley que haya 
intervenido con una persona que viole las 

disposiciones enumeradas en este inciso, expedirá 
una citación para una vista de determinación de causa 

probable para su arresto, y no le permitirá que 

continúe conduciendo y lo transportará hasta el 
cuartel más cercano, donde permanecerá hasta tanto 

el nivel de alcohol en su sangre sea menor del mínimo 
permitido por ley o ya no se encuentre bajo los efectos 

de cualquier droga narcótica, marihuana, sustancias 
estimulantes o deprimentes, o cualquier sustancia 

química o sustancias controladas.  9 LPRA sec. 5204. 
 

Conforme a lo anterior, el nivel o concentración de alcohol 

en la sangre no es meramente un elemento probatorio, sino que 

representa una norma a los efectos de que determinado por ciento 

de alcohol en la sangre es suficiente para concluir que la persona 

se encuentra, efectivamente, bajo los efectos del alcohol en 

violación de la Ley de Vehículos y Tránsito, supra.  Pueblo v. 

Montalvo Petrovich, supra, a las págs. 944-945; Pueblo v. 

Figueroa Pomales, supra, a la pág. 425.   

Se debe evaluar el dominio que el imputado tenía sobre sí 

mismo, la apariencia de sus ojos, el dominio del habla, el grado 

de control que ejerció sobre su vehículo hasta el momento del 

accidente, su estado anímico, así como cualquier otro factor que 

refleje el estado de sus facultades físicas y mentales.  Pueblo v. 

Montalvo Petrovich, supra, pág. 961.      

De otra parte, para controvertir la presunción de inocencia 

que le asiste a un encausado, se le exige al Ministerio Público, por 

disposición constitucional, un quantum de prueba más allá de 

duda razonable.  Pueblo v. Santiago et al., 176 DPR 133, 142-143 

(2009).  Existe duda razonable cuando el juzgador queda 

insatisfecho con la prueba presentada.  La duda razonable debe 

ser el resultado de la consideración serena, justa e imparcial de la 
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totalidad de la evidencia del caso o de la falta de suficiente prueba 

en apoyo de la acusación.  Íd.  

Este quantum de prueba puede establecerse presentando 

prueba directa o circunstancial de todos los elementos del delito 

imputado y su conexión con el acusado.  Pueblo v. Colón, Castillo, 

140 DPR 564, 581 (1996).  Es norma reiterada que la prueba 

circunstancial es intrínsecamente igual a la prueba directa.  Pueblo 

v. Pagán, Ortiz, 130 DPR 470, 479 (1992).  Por ello, una 

convicción puede sostenerse mediante prueba indirecta o 

circunstancial, siempre y cuando la culpabilidad del acusado se 

establezca más allá de duda razonable.  Pueblo v. Picó Vidal, 99 

DPR 708, 713 (1971). 

Debido a su estrecha relación, discutiremos los 

señalamientos de error de forma conjunta.  Veamos.   

En esencia, el apelante aduce que el TPI incidió al 

encontrarlo culpable por violación al Artículo 7.02 de la Ley Núm. 

22-2000, supra, pues a su entender, el Ministerio Público no logró 

probar el caso más allá de toda duda razonable.  A su vez, sugiere 

que las advertencias de ley se le hicieron luego de realizarle la 

prueba de alcohol, que su comportamiento no reflejó haber estado 

bajo los efectos de bebidas embriagantes, que se incumplió con la 

reglamentación aplicable y que no se demostró que estaba 

conduciendo el vehículo de motor.  No le asiste la razón.   

Según el testimonio vertido y creído por el TPI, el Sr. Cruz 

Lugo fue encontrado dormido dentro del vehículo chocado y 

encendido, sentado en el área del conductor y con el cinturón de 

seguridad puesto.  A pesar de que el agente Meléndez expresó no 

haber visto al apelante conduciendo el vehículo, afirmó que este 

era la única persona que estaba dentro del vehículo y que no había 

otro vehículo involucrado.  No olvidemos que en un caso como el 
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de autos, el tribunal tiene que cerciorarse que el Ministerio Público 

haya presentado prueba directa o circunstancial de todos los 

elementos del delito imputado y su conexión con el acusado.  

Pueblo v. Colón, Castillo, supra.  Debido a que la prueba 

circunstancial es intrínsecamente igual a la prueba directa, no 

albergamos duda y coincidimos con el TPI, se demostró que el Sr. 

Cruz Lugo estaba conduciendo el vehículo en cuestión.  Pueblo v. 

Pagán, Ortiz, supra.    

Se demostró que las advertencias de ley se le hicieron en 

dos ocasiones, corroborado dicho hecho con la firma del Sr. Cruz 

Lugo.  Conforme testificado, el apelante aseguró al agente 

Meléndez que se sometería al proceso voluntariamente.   

Surge de la transcripción, que el apelante admitió haber 

chocado con una valla de cemento.22  Nada dijo sobre si se 

encontraba o no bajo los efectos de bebidas alcohólicas.  Ante las 

circunstancias del presente caso y toda vez que se logró 

demostrar que se le hicieron las advertencias de ley, no surge que 

hubo alguna confesión o admisión por parte del apelante que 

sostenga su planteamiento de violación al derecho a la no 

autoincriminación.  Pueblo v. Viruet Camacho, 173 DPR 563, 572-

574 (2008). 

En cuanto al comportamiento del apelante durante el 

proceso, este fue muy respetuoso y cooperador, mas ello no 

elimina el resultado de la prueba de aliento; arrojó .182% de 

alcohol en el organismo.  Recordemos que el por ciento de alcohol 

es suficiente para concluir que la persona se encuentra, 

efectivamente, bajo los efectos del alcohol en violación de la Ley 

de Vehículos y Tránsito, supra.  Pueblo v. Montalvo Petrovich, 

                                                 
22 Íd, a la pág. 30. 
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supra, a las págs. 944-945.  Resaltado lo anterior, el agente 

Meléndez, a su vez, describió que el apelante presentaba 

características como: olor fuerte a alcohol, lengua pesada al 

hablar y al salir del vehículo se le tuvo que sostener para que no 

se cayera porque se iba de lado.23  

No obstante, el apelante argumenta que, a pesar del 

resultado arrojado, el proceso realizado en cuanto al instrumento 

Intoxilyer 9000 no se hizo conforme al Reglamento del Secretario 

de Salud, Núm. 123.24   

El químico Rosario sostuvo que su responsabilidad era 

corroborar, mes por mes, que el instrumento estuviera calibrado.  

Este aseguró que, según corroborado concluía que la máquina 

estaba calibrada, trabajando correctamente y sus resultados eran 

confiables.25  Se demostró que el Intoxilyer 9000 utilizado, estaba 

calibrado durante el período del 27 de julio de 2018 al 31 de 

agosto de 2018.  Por tanto, estaba calibrado para la fecha de los 

hechos, el 30 de julio de 2018.  Conforme a ello, concluimos que 

los resultados son confiables.   

Ante este cuadro fáctico, y tras un análisis de la 

transcripción de los procedimientos, determinamos que la 

sentencia apelada debe sostenerse.  La prueba vertida en el juicio 

demostró, más allá de duda razonable, que el apelante conducía 

un vehículo de motor en estado de embriaguez, conducta que 

configura el delito menos grave por el cual se le condenó.    

                                                 
23 Íd., a la pág. 26. 
24 Véase, Reglamento del Secretario de Salud Núm. 123 para regular los 

métodos y procedimientos para la toma y análisis de muestras de sangre, orina 

o de cualquier otra sustancia del cuerpo y para adoptar y regular el uso de los 

instrumentos científicos para la determinación de concentración de alcohol, 

incluyendo la prueba inicial de aliento y la detención e identificación de drogas 

y/o sustancias controladas, Reglamento Núm. 7318, Departamento de Salud, 

7 de abril de 2007, según enmendado. 
25 Transcripción del Juicio en su Fondo, págs. 153-154. 
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El apelante no expuso fundamentos que nos persuadan a 

variar el dictamen del foro apelado, ni a intervenir con el ejercicio 

discrecional al adjudicar la credibilidad de la prueba testifical.  En 

fin, del expediente ante nuestra consideración no surge que el TPI 

haya incurrido en los errores señalados. 

  Como corolario, determinamos que el Ministerio Público 

logró establecer fuera de duda razonable la comisión del delito de 

conducir por una vía pública bajo los efectos de bebidas 

embriagantes.  Procede la confirmación de la sentencia apelada. 

DICTAMEN 

Por las razones que anteceden, se confirma el dictamen 

apelado. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


